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SIlNTENCIA INTERLOCUTORIA DET,TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 5 de noviembre de 2018

ASUNl'O

Recurso de agravio corstitucional interpucsto por don Edilberto Salas Fasanando
contra la resolución de fojas 87, de fecha ll de diciembre de 2017, expedida por la

Cuana Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que, confinnando la apelada,
dcclaró improccdcnte la demanda de autos.

t.-UNDAMtrNTOS

En la sentencia e¡nitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial Per¡ono el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

49. con carácter de preceden¡e, que se expedirá sentencia interlocutoria
a, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguienles
quc igualmentc cstán contcnidos en el articulo I i del Rcglamento

¡tivo del Tribunal Constitucional

Carezca de fundamontación la supuesta vulneración que se invoque.
La cucstión de Derecho conlenida en el recurso no sea de especial
lrascendencia constilucional.
La cuestión de Derccho invooada oontradiga un precedente del Tribunal
Const;tucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

u cl presenle caso, se evidencia que el recuño de agravio no está referido a una
cueslión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente cxcluido del proceso de tutela de que se trata; o, flnalmente,
cuando Io prclendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. llxprcs¡do de olro mado, y leniendo en cuanta lo precisado en el fundamento 50 dc
Ia scnte0cia emitida e¡ el Expediente 00987-2014-PA/TC. una cuestión no revisre
especial lrascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una Iutüra
resolucióD del Tribunal CosntitLrcional no resulta indispensable para sohrcio¡ar un

a)
b)

r)

2.
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conflicto de relevancia conslilücional, pues no existe lesión que cornpromrta el

derecho fundamental involLrcmdo o se trata de un asunto que no corrcpondc
rcsolvcr cn Ia vía constitucional; o (2) si no existe necesidad dc tutelar de manera
Lrrgente el derecho constitucional invocado y no mcdian razones subjetivas u

objetivas que habiliten a este órgano colcgiado para emitir un pronunciamiento de
fondo.

En el caso de au(os, el recurrcnlc solicila quc sc declare nula la resolución de l'eoha
3 de junio de 2016 (Casación 197-2016 San Martín) e¡nitida por la Sala Penai

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República (L 2) que declaró
inadmisible su reourso interpuesto contra la sentencia de visla cle lecha 12 dc

de 2015 (i. 6), por eslar p¡ohibido realirar un nuevo exarnen crtuico de

s probatorios y juzgar los molivos que lormaron la convición de la S¡la
Apelaciones de Mariscal Cáceres de la Corte Superior de Justicia de San

en virtud de los principios de oralidad e inmediación. Manifiesta que no se

uentra conforme con el criterio adoptado por la Sala al haber omitido una
aplicación pertinente de la norma de derecho material al caso concreto. motivo por
elcual pretende que se emita un nuevo pronunciamiento sobre lo ya resuelto por la
mencionada Sala Penal.

No obstante lo alegado por el denlandante. esta Sala del 'l'ribunal Constitncio¡al
considera que no p!¡ede soslalarse que, en puridad. el fundamenlo de su reclamo no
incide en e1 contenido constitlrcionalmente protegido de sus derechos
f'undamentales a la tutela procesal efectiva y al debido proceso en su manilestación
del derccho a Ia motivación de las resoluciones judiciales, pues lo que
prntualmente objcta es la apreciación jurídica realizada por los .iueces que
declamron inadmisiblc cl refcrido recurso y reilera argu¡¡enlos precitados que

fueron examinados en la sentencia cucstionada. En todo caso, el mcro hecho dc que

el accionante desienta de la lundamentación quc sirvc dc respaldo a la cif¡d¡
resolución no significa que no exist¿ o que, a la luz dc los hechos dcl caso. esta sea

aparente, incongruente, insuflciente o illcurra en vicios de motivación intcrna o
externa. Siendo así, no corresponde enlitir un pronunciamiento dc fbndo.
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6. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5lrp¡d. se verifica que
el presente recurso de a8ravio ha incurrido en la sausal de rechazo prevista en el
acápitc b) del fundamento 49 de la senlencia emitida en el Expedienle 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo ll del Rcglamcnto Normativo del 'l'ribunal

Consfitucional. En tal sentido, correspondc dcclarar, sin más trámite, improcedenle
el recurso de agravio constitucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le

confierc la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-

Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

Ade¡¡ás, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.

RESUELVE

Declarar lMl'IIOCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cueslión de
Derecho contenida en elrecurso carece de es cial trascendencia constitlrcional

Loq
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I..UNDAMENTO DE VOI.O DEL MAGISTRA.DO tr]SPINOSA-SALDAÑ 
BARRERA

1. Coincido con el sentido de lo resuelto. en tanto y en cuanto el supuesto acto

lesivo no tiene una incidencia directa, negativa, concreta y sin justificación
razonable en los derccho. inroca.los.

2. Además, convendriá tener presente, conforme al artícülo 4 del Código Procesal

Constitucional. que en el ordenamiento juridico la lutela procesal efeetira
incluyc al debido proceso en sus diversas manifestaciones.

ESPINOSA-SALDAÑA BARR|]RA

S

ca

Lo qu
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA,/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENECATORIA, por los lundamentos que a

continuación expongo:
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EL TRrBU¡iAL CoNSTITUCToNAL coMo coRTE DE REvIstóN o FALLo y No DE

CASACIóN

La Conslitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constilucióü de 1993 convi¡tió al 'fribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en Duestra historia
constituoional, dispuso la creación de un órgano ¿rd roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena

dc Los derechos lundamentales.

2. La l,ey lundamental de 1979 estableció que el 'l ribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía j u¡isdiccióD
en todo el territo¡io nacional para conocer, en vía de casacíón, de 7os habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho liribunal no

constituía una instancia habilitada para l'allar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
delecho. recono. rdos en l.' ( onstitucion.

3. En ese sentido, la l-ey 23385, Ley Orgrinica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos.12 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o Ia ha
aplicado en fo¡ma errada o ha incur¡ido en graves vicios procesales en la
hamitación y resolució¡ de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficicncia, devolverá los actuados a la Co e Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. EI modclo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue se¡iamente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, añpañ, habeds data
y acción de cumplimiento. En segL¡ndo lugar, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de cont¡ol de la constitucionalidad. aun cuando la Constilución lo
califica erróne¿rmente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

iln
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materia de procesos constitucionales de la libefiad, la Co¡stitución establece que el
'lribunal Constitucional es instancia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2,

prescribe que correspondc al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
de.fi¡1¡tíva inslancia, las resoluciones denegator¡as dictadls en los procesos de

habeds corpus, amparo, habeds data y lcc¡ón de cumplim¡ento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos ñrndamentales,

exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fturdamental. Una lectura divena
conlravendría mandatos esenciales de ia Constitución, como son el principio de

defensa de 1a persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la

sociedad y del Estado (a ículo l), y "la observtllcia del debido proceso y tute\l
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jutis¡licción
predetermínada pot la ley, ni somelida a procedimiefilo dislinto de los prer¡amente
estdblecidos, ni juzgada por órganos jur¡sdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creadds al efecto cualquieta sea su denominación't,

consagrada eÍ el añículo 139, inciso 3.

6. Como sc advierte, a dili(encia de lo que acontecc en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cert¡orati
(Sup¡ema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por

un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya oblenido una

protección de su derecho en sedc del Poder JLrdicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta arnenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía correspondiente para que el Tribtmal Constitucio¡al pueda

pronlurciarsc. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al

peticionante colaborar con los jueces coüstitucionales mediante un pormenorizado

irnali.i. Je lu que se prelcnde. de 1,,, que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho

irrenunciable a la del'ensa; además, un Tribt¡[a] Constitucional constituye el más

electivo medio de dele¡sa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes

públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de Ia justicia frente a ia
arbit¡a edad.

ililrililil tilt il1il
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EL DERECHo a sER oiDo covo NANIFESTACIóN DE LA DENtocRA TIZACIÓN DE Los
PRocESos CoNst I I'tlctONALES DE LA LIBERTAD

8. La adninistración de justicia constitucional de Ia libeitad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa! como coffesponde, del derecho de

rra
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definsa inherente a toda pe¡sona, cuya manifestación prima¡ia es el derccho a ser

oído con todas las debidas gara¡tias al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Prccisamente. mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defeÍsa, la cual, sólo es

efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrirl y

oral, los argumentos pertinentes, concretándose ei principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la jntcrvención de las pafies, conesponde señalar que, eD tanto que la
polestad de administra¡ justicia constituye r¡¡a manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, slr ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respelo de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, tambiéD constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resulta a

excluycnte y antidemocrático. Además, el TribL¡nal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que jusiifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucioñal se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las ¡azones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que rcsuelve.

12. En ese sentido, la Colte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblig,a al Estado a fratar dl índíviduo en lodo mo ento cofio
un verdadero sujefo del proceso, en el más amplio sent¡do de esÍe concepto, y no
símplemefite co¡t1o objeto del mismo"\,y q|e "para que exista debído proceso legal
es prcciso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus

intere¡^e¡^ en lorma eJ¿cti,a y en condicíofies de igualdad procesal con otros
JUS CIAOteS

' Co.t" IDH. Caso Bar¡eto Leiva vs. Venezuela, senteÍcia del 17 de noviembre de 2009,
pár¡afo 29.
2 Co¡te IDH. Caso Hilaire. Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.
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NATURAt,EZ,\ PROCESAI, DEL RECTIRSO DE AGR{VIO CO\STITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desviñuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refolmador, toda

vez que oomo órgano constituido también está sometido a Ia Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de 1¿ libefiad la denominada

"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera csencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisár" ni mucho menos "recalilicar" el recurso de ag¡avio constitucional.

15. De conlormidad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

l'ribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal Io que le corresponde es conocer del

RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho rccurso, sino por el co¡trario de "conocer" lo que la parte alega

como un agravio que le cauLsa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación lónnulas imprecisas y amplias cuyo contenido, eD el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justilicado y concretado en supuestos específicos, a saber,

idenliñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deiini¡lo, ni justil'tcarlo,

convierte el empleo de la precitada sentencia en arbilmrio, toda vez que se podría
alectar, entre otros, el de¡eoho lündamental de defens¿, en su ma¡ifestación de ser

oido con las debidas garantías, pucs ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de pÍesentar s¡.¡

respectiva den]anda.

17. Po¡ lo demás, matatis mutandis, el precedente vincülante contenido en la Sentencia

00987-2014-Pd/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
Iállos, como en el caso Luis Siinchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/1'C). Del mismo modo. constituye r.na reafin¡ación de la naturaleza
procesal de los procesos constitt¡cionales de la libeftad (supleto edad, vía previa.

vias paÉlelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de ql¡e los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un

motivo para que se pueda desvirtuar la ese¡cia principal del recuso de agraric,

constitucional.
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19. Por tanto, si sc tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
illtima posibilidad para proteger y reparar los de¡echos lundamentales de los

agraviados, voto a l'avor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal ConstitLLcional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas af'ectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentra¡ justicia en el Poder Judicial;
especialmentc si se tiene en cuellta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo 1e queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos

humanos.

20. Como añnnó Raúl I'errero Rebagliati, 'la defensa del derecho de uno es, al mismo

tjcmpo. una del¡nsa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prcstación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho

está def'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida si11 la protección j udic ial auténtica" .
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